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DEMANDANTE: RODRIGO JIMENEZ PEREZ 
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Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 175 del CPACA se fija en lista en un lugar 

visible de esta Secretaría de la Subsección E, por el término de un (1) día y se corre traslado 

a las partes de las excepciones formuladas por el apoderado de la parte DEMANDADA (al 

no haberse constatado que su contestación hubiese sido enviada al correo de la parte 

demandante),por el termino de tres (3) días en un lugar visible esta Secretaría de la 

Subsección E y en la página web de la Rama Judicial. www.ramajudicial.gov.co. 

Igualmente, se envía mensaje de datos a los correos electrónicos suministrados. 
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Contestación de demanda - Radicado: 25000234200020220050600 - Demandante:
Rodrigo Jiménez Pérez

Andres Felipe Zuleta Suarez <andres.zuleta@fiscalia.gov.co>
Mar 13/09/2022 11:49 AM
Para: Recepcion Memoriales Seccion 02 Subseccion E Tribunal Administrativo - Cundinamarca
<rmemorialessec02setadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Yoligar70@gmail.com <Yoligar70@gmail.com>

Montería, Córdoba
 
Magistrado
LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO
Tribunal Administrativo de Cundinamarca
Sección Segunda – Subsección E – Sala Transitoria
rmemorialessec02setadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co
Bogotá D.C.
 
ASUNTO:     Contestación de demanda
                   Clase de proceso: Nulidad y restablecimiento del derecho
                  Radicado: 25000234200020220050600
                   Demandante: Rodrigo Jiménez Pérez       
                   Demandado: Fiscalía General de la Nación
 
Buenos días, remito lo enunciado dentro del proceso de la referencia.
 
Cordialmente,
 
ANDRÉS FELIPE ZULETA SUÁREZ
Apoderado judicial
Fiscalía General de la Nación
 
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier
anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada
por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o
toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE
LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene
información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona
o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este
mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma
cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.
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Montería, Córdoba 

 

 

Magistrado 

LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

Sección Segunda – Subsección E – Sala Transitoria 

rmemorialessec02setadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Bogotá D.C. 
 

ASUNTO:  Contestación de demanda 

 Clase de proceso: Nulidad y restablecimiento del derecho 

   Radicado: 25000234200020220050600 

    Demandante: Rodrigo Jiménez Pérez  

                     Demandado: Fiscalía General de la Nación  

 

 

ANDRÉS FELIPE ZULETA SUÁREZ, mayor de edad, identificado con la 

cédula de ciudadanía número 1.065.618.069 de Valledupar, con tarjeta 

profesional número 251.759, en mi calidad de apoderado de la 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de conformidad con el poder que se 

adjunta, respetuosamente y dentro de la oportunidad legal presento 

CONTESTACIÓN DE DEMANDA, en los siguientes términos. 

 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

En el caso de la bonificación por actividad judicial, por disposición del 

mismo Decreto 3900 de 2008, solo constituirá factor para efectos de 

determinar el ingreso base de cotización del Sistema General de 

Pensiones y, de acuerdo con la Ley 797 de 2003, para cotización al 

Sistema General de Seguridad Social en Salud; en consecuencia, no se 

tendrá en cuenta para determinar elementos salariales ni prestaciones 

sociales.  

 

De esta manera, es completamente claro que esta bonificación no es 

factor salarial para determinar ninguna otra prestación económica y su 

no inclusión por mandato de la Ley, no vulnera ningún derecho laboral 

constitucional.  

 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

Me opongo a que prosperen las pretensiones de la demanda, por 

cuanto la Fiscalía General de la Nación, ha liquidado y pagado la 

asignación salarial y prestacional de sus servidores, con estricta sujeción 

a lo previsto en los Decretos expedidos por el Gobierno Nacional para 

http://www.fiscalia.gov.co/
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cada vigencia fiscal aplicables; todos y cada uno de los Decretos en 

cuestión adicionalmente estipulan que “Ninguna autoridad podrá 

establecer o modificar el régimen salarial o prestacional estatuido por 

las normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido 

en el artículo 10º de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 

carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.”  

 

De esta manera, es claro que el acto administrativo demandado se 

expidió con fundamento de la normativa vigente, y no se demuestra 

en la demanda elementos que conlleven a desvirtuar la presunción de 

legalidad del acto administrativo, por lo cual no es procedente la 

declaratoria de nulidad y en consecuencia, acceder a las pretensiones 

económicas de la demandante. 

 

FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 

 

Los siguientes constituyen las razones y fundamentos de la defensa, con 

los que se persigue sean denegadas las suplicas de la demanda en lo 

que hace relación a la Fiscalía General de la Nación.  

 

Mi representada dio y ha venido dando aplicación a lo que en materia 

salarial y prestacional debe seguirse para los servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, de acuerdo con el régimen adoptado en forma 

individual. A la Entidad, que represento, no le era, ni le es dado, entrar 

a reconocer lo que la ley no concede. Por ello, considero que el 

cumplimiento de la ley no está sujeto a discrecionalidad alguna, dado 

que el marco de aplicación está determinado en ella misma. 

 

Por tanto la liquidación que  efectuó  la Fiscalía General de la Nación 

de los salarios y prestaciones sociales de la parte actora tuvo 

fundamento en claras disposiciones legales, dando aplicación 

correcta a estas normas y en ello no ha habido irregularidad alguna. 

 

Establece nuestro Código Civil en su artículo 27: 

 

"Artículo 27: Cuando el sentido de la ley es claro, no se 

desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.  

 

Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la 

ley, recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en 

ella misma o en la historia fidedigna de su establecimiento". 

 

Así las cosas, no puede predicarse inobservancia del tenor literal de la 

norma que en materia salarial y prestacional  rigió  para la parte actora 

por parte de la Entidad. 

http://www.fiscalia.gov.co/
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Así las cosas, no puede predicarse inobservancia del tenor literal de la 

norma que en materia salarial y prestacional  rigió  para la parte actora 

por parte de la Entidad. 

 

En principio, la bonificación por actividad judicial creada mediante el 

Decreto 3131 de 2005, establecía que la misma no era constitutiva de 

ningún factor salarial. Así lo establecía el artículo 2° del citado Decreto: 

 

Artículo 2º. La bonificación de actividad judicial de que trata el 

presente decreto no constituye factor salarial ni prestacional y no 

se tendrá en cuenta para determinar elementos salariales o 

prestaciones sociales.  

 

Posteriormente, el Decreto 3900 de 2008, por el cual se modifica la 

bonificación de actividad judicial, advierte que la misma constituye 

factor salarial, pero solo para salud y pensión. Así lo indica en su artículo 

1°: 

 

ARTÍCULO 1°. A partir del 1° de enero de 2009, la bonificación de 

actividad judicial creada mediante Decreto 3131 de 2005, 

modificada por el Decreto 3382 de 2005 y ajustada mediante 

Decretos 403 de 2006, 632 de 2007 y 671 de 2008 para jueces, 

fiscales y procuradores judiciales 1, constituirá factor para efectos 

de determinar el ingreso base de cotización del Sistema General 

de Pensiones, y de acuerdo con la Ley 797 de 2003, para 

cotización al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

 

La Sección Segunda del Consejo de Estado, en sentencia del 27 de 

enero de 2017 con radicado 41001233300020120018701 (3458-2014), 

analizó un caso en el que se solicitaba la reliquidación de una pensión 

incluyendo la bonificación por actividad judicial. Las pretensiones 

fueron negadas así: 

 

“Ahora bien, mediante sentencia de 19 de junio de 2008, la 

Sección Segunda del Consejo de Estado, con ponencia del doctor 

Jaime Moreno García manifestó que la bonificación por actividad 

judicial no tiene naturaleza salarial, la cual es recalcada en el 

artículo 1º del Decreto 3131 de 2005, sino que se trata de una suma 

adicional a la asignación básica, afirmando que: 

  

“Conforme a lo expuesto, considera la Sala que las normas 

acusadas, al señalar que la bonificación de actividad judicial 

no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron 

ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y 

constitucionales citadas en la demanda. 

http://www.fiscalia.gov.co/
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Ahora bien, según el demandante la bonificación por actividad 

judicial es, a la luz de lo normado por los artículos 127 y 128 del 

Código Sustantivo del Trabajo, un componente de la 

remuneración que tiene todas las características esenciales del 

salario, por lo que no le es permitido a la Administración suprimirle 

el carácter salarial. 

  

Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a 

lo afirmado por el actor, la bonificación de actividad judicial fue 

creada precisamente para mejorar el salario, es decir se trata de 

una suma adicional a la asignación básica, constituida, desde un 

principio, sin carácter salarial. Por ello resulta desacertado que se 

alegue una desmejora del mismo, y no puede concebirse que una 

disposición que tiene como finalidad mejorar las condiciones 

económicas de un trabajador pueda lesionar y desmejorar el 

derecho al trabajo”. (Subrayado fuera de texto). 

  

A idénticas conclusiones arribó la misma subsección mediante 

sentencia de 27 de febrero de 2011, con ponencia de la doctora 

Bertha Lucía Ramírez De Páez, en la cual manifestó que la 

bonificación por actividad judicial no se aplica como factor 

salarial o prestacional antes del 01 de enero de 2009, fecha a partir 

de la cual entró en vigencia el Decreto 3900 de 2008, como lo 

señalo así: 

  

“El carácter de bonificación por actividad judicial cambió a 

partir del 1 de enero de 2009, por expresa disposición del 

Decreto 3900 de octubre de 2008, según el cual constituye 

factor para determinar las cotizaciones al Sistema de Seguridad 

Social en salud y pensión. Al existir pronunciamiento judicial 

respecto a la legalidad del carácter “no salarial” de la 

bonificación por actividad judicial en vigencia del Decreto 3131 

de 2005, no es viable su inclusión como factor salarial o 

prestacional antes del 1 de enero de 2009, fecha a partir de la 

cual el Gobierno Nacional le confirió tal connotación. Así pues, 

la bonificación por actividad judicial que devengó la 

demandante en el año 2007, no constituye factor salarial para 

determinar el ingreso base de liquidación pensional porque el 

artículo 1 del Decreto 3131 de 2005, que esta Corporación 

encontró ajustado a la ley por los cargos analizados, no le 

otorgó ese carácter. Sólo constituye factor salarial y 

prestacional a partir del 1 de enero de 2009 por expresa 

disposición legal”. 

 

En sentencia con radicado 68001-23-33-000-2013-00927-02(0893-17) del 

http://www.fiscalia.gov.co/
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25 de febrero de 2021, la Subsección A de la Sección Segunda del 

Consejo de Estado, al analizar un caso de bonificación por actividad 

judicial señaló lo siguiente: 

 

Del marco legal y jurisprudencial ya analizado, se tiene que la 

bonificación por actividad judicial creada por el Decreto 3131 de 

2005, a favor, entre otros, del fiscal ante juez de inspección, es un 

reconocimiento económico al buen desempeño de los 

funcionarios que cumplen las metas propuestas, y no constituyó 

factor salarial por expresa disposición legal, posición que fue 

mantenida por el Consejo de Estado en la sentencia del 19 de junio 

de 2008, al considerar ajustada a derecho la expresión «sin 

carácter salarial» de dicha bonificación, por tratarse de una suma 

adicional a la asignación básica que pretende mejorar las 

condiciones económicas del servidor judicial. 

 

Se debe tener en cuenta que el carácter de la bonificación por 

actividad judicial cambió a partir del 1.° de enero de 2009, por 

expresa disposición del Decreto 3900 de octubre de 2008, a partir 

del cual se constituye factor para determinar las cotizaciones al 

Sistema de Seguridad Social en salud y pensión. 

 

Sin embargo, al existir pronunciamiento judicial respecto a la 

legalidad del carácter «no salarial» de la citada bonificación en 

vigencia del Decreto 3131 de 2005, no es viable su inclusión como 

factor salarial o prestacional antes del 1.° de enero de 2009,  ni 

mucho menos otorgarle efectos retroactivos, tal y como lo 

pretende la parte demandante, cuando solicita que se incluyan 

en su liquidación pensional sumas percibidas por dicho concepto 

antes de la vigencia del Decreto 3900 de 2008.   

 

En otras palabras, de acuerdo con lo consagrado en los artículos 

1.º y 2.º del Decreto 3131 de 2005, la bonificación por actividad 

judicial recibida en los meses de julio y diciembre del 2008 por el 

actor no constituye factor salarial ni prestacional, ni se tendrá en 

cuenta para determinar las prestaciones sociales, sino que, por el 

contrario, se trata de un reconocimiento económico al buen 

desempeño. 

 

Por tanto, de conformidad con lo expuesto, preciso es concluir que las 

pretensiones planteadas por la parte demandante están llamadas a 

fracasar. 

 

 

http://www.fiscalia.gov.co/
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EXCEPCIONES 

 

Cumplimiento de la normativa vigente: Tal como se señaló en los 

fundamentos de facticos y jurídicos de la defensa, la Fiscalía General 

de la Nación ha venido dando cumplimiento de la normativa vigente 

relacionada con la bonificación por actividad judicial.  

 

La norma es clara en señalar que dicha bonificación no constituye 

factor salarial, salvo para la liquidación de salud y pensión. Posición que 

el Consejo de Estado en diferentes oportunidades ha encontrado 

ajustada a derecho, incluyendo aquí, en la sentencia del 19 de junio 

de 2008, en la que se analizó la legalidad de la expresión “sin factor 

salarial”. 

 

Para el Consejo de Estado es clara la voluntad del legislador al crear 

esta bonificación por actividad judicial, esto es, un reconocimiento 

económico al buen desempeño laboral en este caso, de los Fiscales de 

la entidad, por lo que no es dable el argumento de la demandante al 

indicar que la inclusión como factor salarial para liquidar prestaciones 

sociales, vulnera derechos laborales constitucionales del servidor, pues 

se advierte que el reconocimiento de la bonificación no es automático, 

pues dependerá de la certificación por parte de su superior sobre su 

desempeño. 

 

Prescripción trienal: en caso de llegarse a declarar la nulidad de los 

actos demandados y prosperar las pretensiones económicas, debe 

entonces aplicarse la prescripción trienal de derechos, toda vez que se 

reclaman periodos más allá de los 3 años anteriores a la fecha de 

presentación de la reclamación administrativa. 

 

PRUEBAS 

 

1. De conformidad con el parágrafo 1º. Del artículo 175 de la Ley 1437 

de 2011 esta defensa solicitó a la Subdirección de Apoyo Central de la 

Fiscalía General de la Nación que los antecedentes administrativos que 

dieron origen a la controversia fueran enviados directamente a su 

despacho. 

 
 

ANEXOS 
 

 

Acompaño al presente memorial el poder y sus anexos. 
 

 

 

http://www.fiscalia.gov.co/
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NOTIFICACIONES 

 

La FISCALIA GENERAL DE LA NACION, recibirá notificaciones en la 

Dirección Jurídica de la Fiscalía General de la Nación en Bogotá, 

Diagonal 22 B No. 52 - 01, Bloque C, Piso 3, Ciudad Salitre o al correo 

electrónico: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co. 

 

Del señor Magistrado, 

 

 
ANDRÉS FELIPE ZULETA SUÁREZ  

C. C. No. 1.065.618.069 

T. P. No. 251.759 del C. S. J. 
 

 

 

 

 

http://www.fiscalia.gov.co/






 
Honorable Magistrado 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN SEGUNDA -SALA 

TRANSITORIA 

E.S.D. 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: Rodrigo Jiménez Pérez Y OTROS 

RADICADO:   25000234200020220050600 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, identificada 

con la Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona – Bolívar, en calidad de 

Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos, 

debidamente designada mediante oficio 20221500004773 del 30 de marzo de 2022, en 

los términos de la delegación efectuada por el Señor FISCAL GENERAL DE LA 

NACIÓN, mediante el artículo décimo de la Resolución N° 0-0259 del 29 de marzo de 

2022, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto que confiero 

poder especial, amplio y suficiente al Doctor ANDRES FELIPE ZULETA SUAREZ, 

identificado con la C.C. No. 1065618069, Tarjeta Profesional No.251.759 del C.S.J, para 

que represente a la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN, en el proceso de la 

referencia. 

 

El doctor ANDRES FELIPE ZULETA SUAREZ queda investido de las facultades 

consagradas en el artículo 77 del Código General del Proceso y en especial para, sustituir, 

conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos ordinarios y extraordinarios y 

en general para adelantar las diligencias tendientes al cabal desarrollo del presente 

mandato. 

 

Solicito respetuosamente se reconozca personería al doctor ANDRES FELIPE ZULETA 

SUAREZ en los términos y para los fines que confiere el presente poder. 

 

El correo institucional del abogado es andres.zuleta@fiscalia.gov.co, el correo 

electrónico para notificaciones judiciales, comunicaciones, citaciones, traslados o 

cualquier otra actuación que se realice a través de un mensaje de datos es 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  

 

De Usted, 

 

 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO 

Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica 

Dirección de Asuntos Jurídicos 

 

Acepto: 

 

 

 

ANDRES FELIPE ZULETA SUAREZ 

C.C. 1065618069 

T.P. 251.759 del CSJ 
 

 
 
Elaboró Rocio Rojas R.- 
19-8-22 

mailto:andres.zuleta@fiscalia.gov.co
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co





























